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establecido en cada momento. Caso de superarse dicho 
límite, se procederá a la minoración de la cuantía de la 
pensión del Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez, en el 
importe necesario para no exceder del límite indicado.»

Disposición transitoria única. Aplicación paulatina de 
la concurrencia entre las pensiones de viudedad y las 
pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez 
e Invalidez.

Lo previsto en el último párrafo de la disposición tran-
sitoria séptima del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social de esta Ley, será tam-
bién de aplicación a las situaciones de concurrencia entre 
las pensiones de viudedad y las pensiones del extinguido 
Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez, que se pudiesen 
haber generado antes de la entrada en vigor de la pre-
sente Ley.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a la presente Ley.

Disposición final primera.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Disposición final segunda.

Los efectos económicos de lo previsto en esta Ley se 
producirán a partir del día 1 de septiembre de 2005.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-

des, que guarden y hagan guardar esta ley.

Madrid, 6 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

 9396 REAL DECRETO LEY 9/2005, de 6 de junio, por el 
que se prorroga el plazo previsto en la disposi-
ción transitoria quinta de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, para la 
renovación de los contratos de los profesores 
asociados contratados conforme a la legislación 
anterior.

La disposición transitoria quinta de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, establece 
en su apartado 1 que a la entrada en vigor de la ley aque-
llos profesores asociados contratados en su día en uni-
versidades públicas, conforme a la Ley Orgánica 11/1983, 
de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, podrán per-
manecer en su misma situación conforme a la legislación 
que les venía siendo aplicable, hasta la finalización de sus 
contratos. No obstante, se establece también en la citada 
disposición que dichos contratos podrán ser renovados 
conforme a la legislación que les venía siendo aplicable 
sin que su permanencia en tal situación pueda prolon-
garse por más de cuatro años, contados desde la entrada 
en vigor de la citada Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciem-
bre. Como quiera que la fecha efectiva de entrada en 

vigor de dicha ley orgánica fue el 13 de enero de 2002, 
quiere ello decir que el plazo resolutorio finalizaría el 13 
de enero del año 2006.

Con independencia de que gran parte de la regulación 
del profesorado contenida en la citada ley será objeto de 
profunda revisión en su anunciada modificación, lo cierto 
es que el plazo fijado por la anteriormente citada disposi-
ción transitoria quinta resulta a todas luces insuficiente 
para asegurar la transición del viejo al nuevo marco, sin 
poner en grave peligro el desenvolvimiento normal de la 
actividad académica de las universidades, lo que motivó 
el compromiso con la comunidad universitaria para la 
adopción de las medidas jurídicas necesarias a fin de 
garantizar tal actividad académica.

La figura del profesor asociado experimenta en la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, 
un cambio sustancial con respecto a su anterior configu-
ración legal, ya que la nueva ley sólo permite su variante 
a tiempo parcial, sin que se contenga referencia alguna de 
asociados a tiempo completo. De este modo, el muy 
numeroso grupo de docentes que integran este grupo en 
la universidad española tendría que reconducirse a 
alguna de las figuras contractuales previstas por aquella.

Todo ello generaría una situación de incertidumbre 
que afectaría de forma directa y decisiva a la programa-
ción docente de los muy numerosos departamentos o 
áreas de conocimiento que cuentan con asociados a 
tiempo completo, lo que sin duda produciría problemas 
irresolubles en la planificación del próximo curso acadé-
mico. Por otro lado, una vez transcurrido el primer trimes-
tre de este, los profesores asociados a tiempo completo 
tendrían que ser despedidos o reconvertidos como ayu-
dantes conforme a las previsiones de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, lo que 
supondría no solo una merma de sus condiciones labora-
les y salariales, sino, además, una notable disminución de 
la capacidad docente para la propia universidad, pues la 
docencia de la que se hace cargo un profesor hasta 
diciembre habría de ser suplida por al menos dos a partir 
de enero de 2006.

Ante tal horizonte y en la obligación que compete al 
Gobierno de garantizar el normal desenvolvimiento aca-
démico de las universidades, no cabe sino concluir la 
urgente y extraordinaria necesidad de establecer, con la 
mayor brevedad, un plazo diferente al previsto por la 
repetida disposición transitoria quinta, que haga compati-
bles las exigencias de organización y el normal desenvol-
vimiento de las tareas docentes con una adecuada transi-
ción desde el antiguo sistema contractual de la Ley 
Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universi-
taria, al nuevo previsto por la Ley Orgánica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades, lo que justifica el uso de 
este mecanismo normativo excepcional constitucional-
mente previsto.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la Ministra 
de Educación y Ciencia y previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día 3 de junio de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades.

El apartado 1 de la disposición transitoria quinta de la 
Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universida-
des, se modifica en los siguientes términos:

«1. Quienes a la entrada en vigor de esta ley se 
hallen contratados en universidades públicas como 
profesores asociados podrán permanecer en su 
misma situación conforme a la legislación que les 
venía siendo aplicable, hasta la finalización de sus 
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actuales contratos. No obstante, dichos contratos 
podrán ser renovados conforme a dicha legislación, 
sin que su permanencia en esta situación pueda pro-
longarse más allá del comienzo del curso académico 
2008-2009.

A partir de ese momento, solo podrán ser con-
tratados en los términos previstos en este ley. No 
obstante, en el caso de los profesores asociados que 
estén en posesión del título de Doctor, para ser con-
tratados como profesor ayudante doctor no les 
resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 50 
sobre la desvinculación de la universidad contra-
tante durante dos años.».

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Ministro de Educación y Ciencia para dic-
tar, en la esfera de sus atribuciones, cuantas disposicio-
nes sean necesarias para la aplicación de lo dispuesto en 
este real decreto ley.

Disposición final segunda. Carácter básico.

Este real decreto ley tiene carácter básico y se dicta al 
amparo de las competencias que corresponden al Estado 
conforme al artículo 149.1.18.ª y 30.ª de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia para dictar las 
bases del régimen jurídico de las Administraciones públi-
cas y el régimen estatutario de sus funcionarios y la regu-
lación de las condiciones de obtención, expedición y 
homologación de títulos académicos y profesionales y 
normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto ley entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 6 de junio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 9397 ORDEN EHA/1646/2005, de 31 de mayo, por la 
que se establecen determinadas normas sobre 
importación y exportación de diamantes en 
bruto a efectos de la aplicación del Sistema 
Internacional de Certificación del Proceso de 
Kimberley.

El Sistema Internacional de Certificación del Pro-
ceso de Kimberley tiene su origen en varias Resolucio-
nes de las Naciones Unidas, en particular la Resolución 
55/56 (2000) de la Asamblea General, en la que se pide 
a la comunidad internacional la adopción de medidas 
eficaces para solucionar la relación existente entre el 

comercio de diamantes procedentes de determinadas 
zonas conflictivas y los conflictos armados. Su finalidad 
es la de impedir que el comercio ilegal de diamantes en 
bruto, llevado a cabo por movimientos rebeldes en 
algunos países africanos, sirva para financiar la adqui-
sición de armas para dichos movimientos, minando al 
mismo tiempo los ingresos legítimos de los países pro-
ductores de diamantes.

Este Sistema Internacional de Certificación consiste 
básicamente en un certificado a prueba de falsificaciones, 
expedido y validado por las autoridades competentes de 
un país participante en el Proceso, en el que se califica la 
conformidad de una remesa de diamantes en bruto con 
las exigencias del sistema, y en una serie de comproba-
ciones y controles en los países exportadores e importa-
dores participantes.

El Reglamento (CE) n.º 2368/2002, del Consejo, de 20 
de diciembre de 2002, en vigor desde el 1 de febrero de 2003, 
ha establecido el sistema comunitario de certificación y 
de controles de importación y de exportación de diaman-
tes en bruto, a efectos de aplicación del Sistema Interna-
cional de Certificación del Proceso de Kimberley.

De acuerdo con lo dispuesto en su artículo 4, en el 
supuesto de importación, la comprobación del certifi-
cado del Proceso de Kimberley y de la remesa de dia-
mantes se realizará por una autoridad comunitaria 
designada al efecto en el Estado miembro de importa-
ción o, caso de no haber sido designada, por una auto-
ridad comunitaria designada en otro Estado miembro. 
En la exportación y según lo dispuesto en su artículo 
12, la comprobación de la remesa de diamantes y la 
expedición de un certificado comunitario validado se 
realizará, igualmente, por una autoridad comunitaria 
designada.

La Comisión Europea, mediante Reglamentos (CE) n.º 
257/2003, de 11 de febrero de 2003, y 1474/2004, de 18 de 
agosto de 2004, respectivamente, designó como autori-
dades comunitarias para la realización de dichos trámites 
de comprobación y de control a las del Reino Unido, Bél-
gica y Alemania, por entender que estas autoridades, por 
las pruebas aportadas, satisfacían los requisitos exigidos 
y se consideraban aptas para cumplir, de manera fiable, 
rápida, eficaz y adecuada, las tareas requeridas por el 
Reglamento (CE) 2368/2002, del Consejo.

Dichas autoridades comunitarias procederán, en el 
caso de importación en la Comunidad, a la comproba-
ción del certificado validado por la autoridad competente 
del país de exportación, así como a los controles físicos 
de los contenedores inviolables, con sus precintos intac-
tos, y de las correspondientes remesas de diamantes, 
confirmando la conformidad del cumplimiento de las 
condiciones requeridas en el certificado original, del que 
entregará copia autenticada al importador. Cuando se 
trate de una exportación desde la Comunidad, las autori-
dades comunitarias designadas procederán igualmente 
a los controles físicos de la remesa de diamantes, asegu-
rándose, con arreglo a las pruebas justificativas necesa-
rias, que los diamantes se importaron de manera legal, 
expidiendo, a continuación, el certificado comunitario 
debidamente validado, del que se entregará copia auten-
ticada al exportador.

Se considera procedente regular el procedimiento 
a seguir por las Aduanas, recogiendo en su texto las 
autoridades comunitarias designadas para validar los 
certificados, así como el modelo de certificado comu-
nitario, para facilitar de este modo la aplicación de los 
Reglamentos comunitarios mencionados anterior-
mente.

En su virtud y de conformidad con lo establecido en el 
título V de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, de 
Gobierno, y en el artículo 12 de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administra-


